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Piñeyrúa, asesor del Centro de Bodegueros y Humberto Martínez Senges, productor 
granjero. 


SEÑOR PRESIDENTE (Eduardo Chiesa Bordahandy).- La Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca recibe con mucho gusto a una delegación del Centro de Viticultores del Uruguay, integrada por 
su Presidente, el señor Aramir Silva García y por el doctor Ramiro Chimuris, acompañados por el 
productor granjero Humberto Martínez Senges y por el abogado del Centro de Bodegueros, doctor 
Diego Pérez Piñeyrúa. 


Quiero aclarar que nos han pedido audiencia para considerar un asunto que ya fue resuelto en la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y que hoy pasará a considerarse en el Plenario de la Cámara si se cuenta con 
número suficiente, pues requiere una mayoría especial. Como el pedido de audiencia llegó simultáneamente y 
el asunto no está totalmente definido, de todas maneras les concedimos la entrevista. 


SEÑOR SILVA.- En primer lugar, queremos expresar nuestro agradecimiento a esta Comisión por 
recibirnos y el enorme disgusto que nos produjo que la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca 
del Senado no lo hiciera; el día 10 de julio les enviamos una nota solicitando ser recibidos, pero vimos 
con enorme preocupación que desde entonces hasta agosto recibieron a todas las gremiales y dejaron 
de lado a la institución para nosotros más importante, que es la que representa a la viticultura. Pero, 
además, quedamos todavía más preocupados cuando las gremiales privadas del sector de la 
vitivinicultura que comprenden el espectro del INAVI -el Centro de Bodegueros del Uruguay, los 
grupos CREA, la Organización de Vitivinicultores, que son productores que tienen viña e industria, las 


cooperativas y el centro de Viticultores, que somos mayoría dentro de un Consejo, con tres delegados 
del Gobierno y los otros privados- se reunieron para analizar este proyecto. Nosotros desde un 
principio estuvimos analizándolo y en esta carpeta tenemos documentación conteniendo todas las actas 
de las gremiales y de cada uno de los legisladores, para ver cómo evolucionaba este tema en el que se 
juega mucho. Como queda una parte de la granja afuera, mucho más nos preocupa. 


En la reunión del Centro de Viticultores del Uruguay discutimos el tema y lo llevamos al consejo del INAVI. 
Nosotros queríamos hacer nuestros aportes, poniendo arriba de la mesa algunos asuntos que nos parecen 
importantes para el sector de la granja. A medida que el proyecto fue sufriendo modificaciones, nosotros 
íbamos consultando a nuestro asesor jurídico, que hoy nos acompaña y que permanentemente trabajó con 
nosotros. En determinado momento armamos un anteproyecto de ley, inclusive con una exposición de 
motivos, con la idea de presentarlo en la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado, pero no 
pudimos hacerlo. Lo entregamos en las organizaciones gremiales del INAVI, luego de debatirlo. En un 
momento dado, como el Centro de Viticultores no fue recibido y el tema estaba llegando a su fin, tomamos la 
ley del fondo arrocero y del fondo lechero para ver si podíamos encarar este asunto por ahí. Pero se aceleró la 
consideración de la Ley_N* 17.503 y la industria bodeguera quedaba fuera. Nosotros como viticultores 
entendemos que debe quedar dentro, porque a ellos vendemos nuestra uva. Llevamos el debate al seno del 
consejo del INAVI y se pidió una semana para analizar si el Centro de Viticultores acompañaba este desafío. 
El jueves siguiente -el jueves pasado- estuvimos conversando y el lunes de noche hubo una intergremial de 
las gremiales privadas, el martes hubo un consejo extraordinario, y queremos dejar una nota firmada por el 
Presidente Alegressa y el Secretario Zunino, en la que se da cuenta de la votación. El lunes debatimos por 
qué entendíamos que nuestro sector había quedado fuera. Permanentemente escuchamos decir a los actores 
políticos y en el seno del INAVI que este organismo asesora al Poder Ejecutivo. Al cometerse el error de 
dejar de lado a la industria, nosotros preguntamos quién asesoró al Poder Ejecutivo cuando se dejó fuera de 
una refinanciación de esta naturaleza a un sector que invirtió y luchó. Ahí parte la primera discrepancia con la 
ley. Si bien puede haber un acuerdo entre los tres partidos políticos para votar hoy, o cuando sea, este 
proyecto -y están en todo su derecho si lo hacen-, me parece que INAVI y quien habla no podemos decir que 
el proyecto de ley está bien cuando queda fuera nada más y nada menos que el pulmón de la economía de los 
viticultores. 


Por otra parte, quiero aclarar que parte de nuestro endeudamiento queda fuera, como el contraído con 
COFAC, ACAC y FIDA. En el día de ayer en una reunión gremial en la Comisión Nacional de Fomento 
Rural había gente que lloraba porque quedaba fuera de esta ley, y son productores muy pequeños. El FIDA no 
está constituido por dinero de la banca privada sino del Estado. Si bien se organizó a través de las 
cooperativas, estos productores necesitan estar incluidos en la ley. 


Del mismo modo, vemos con preocupación lo que sucede con los deudores del Banco Comercial y del Caja 
Obrera. A través de la ley de fortalecimiento financiero el país se endeudó por US$ 600:000.000, pero 
tenemos algunos socios de nuestra gremial endeudados y fuera de esta ley, mientras que sus padres tenían 
US$ 10.000 o US$ 15.000 dentro de esos bancos y no se los entregan. Sin embargo, en esta ley no se les 
permite pagar los intereses hasta que ese dinero sea recuperado. 


También nos preocupa lo que pasa con el Banco Hipotecario. Hubo personas que tenían pago el capital y a 
través del escribano y el ingeniero armaron un proyecto y el yerno o el hijo compraron los bienes al padre, 
para poder pagar parte de sus deudas, reconvertir un pedazo y salvarse. Pero hoy deben en COFAC y en el 
Banco Hipotecario. Si no hubieran sacado crédito, a la gente no la habrían metido en ese corral. Entonces 
ahora la ley tiene que sacarlos del corral, porque fue el Gobierno el que de una u otra manera instrumentó una 
línea de crédito que nunca tuvo este país para comprar granjas. 


Esos son aspectos totalmente puntuales que queremos debatir. Tenemos que decir también que el fideicomiso 
es un gran problema, porque tenemos gente con cedulones dentro de los bancos. La ley tiene que especificar 
si esa gente queda dentro del fideicomiso. Hay quienes dicen que la ley comprende a los deudores, pero el 
abogado me dice que la ley comienza a operar a partir del 15 de julio. Estamos diciendo a la gente que venga 
a apoyar una ley para parar los remates, pero el abogado me está diciendo que ese objetivo no se logra porque 
recién el 15 de julio la ley se aplica. No sé si nuestro abogado no sabe nada o si del otro lado estamos con los 
circuitos cortados. 


Esas enormes preocupaciones queremos que queden plasmadas y que como gremial podamos hacer aportes e 
intervenir. El productor que nos acompaña se endeudó en COFAC. Él nos pidió para venir porque entiende 
que se jugó para producir en este país. Mientras un productor endeudado ante el Banco de la República va a 
tener los intereses pagados durante determinado tiempo, él será ejecutado. No sé qué diferencia hay entre uno 
y otro. 


Entonces, quiero que se nos aclare cómo va a andar esta ley y cómo vamos a salir adelante, con todas las 
falencias que estamos marcando. 


SEÑOR CHIMURIS.- Hemos estado siguiendo los pasos de este proyecto, las distintas modificaciones 
planteadas por el Poder Ejecutivo, el análisis de la Comisión del Senado e, inclusive, algún legislador, 
gentilmente, nos alcanzó los cambios previstos y lo que ha votado la Comisión. Por lo tanto, 
agradecemos doblemente a esta Comisión que tenga la deferencia de atendernos. 


Voy a tratar de ser escueto y, en lo posible, de utilizar los mínimos términos técnicos. Quiero puntualizar que 
el día 5 de julio de este año enviamos una solicitud de entrevista a la Comisión homóloga del Senado y no 
recibimos respuesta. En su momento, además de la nota, le hicimos llegar un proyecto modificativo de este 
proyecto, no solo para marcar diferencias sino también soluciones concretas sobre las modificaciones 
planteadas por el Poder Ejecutivo. En esas modificaciones se incluía, por ejemplo, la ampliación del 
endeudamiento donde estuviera comprendido no solo el BROU sino también los Bancos suspendidos, ya que 
había numerosos productores comprendidos dentro de la banca suspendida y la gestionada. También se tuvo 
en cuenta a las cooperativas. Por ejemplo, ACAC y COFAC tienen líneas de créditos para productores, y 
estos no estaban siendo contemplados. 


Otro punto planteado fue el concepto del capital, ya que se marcaba un capital total sin especificar sí se 
trataba de la deuda más los intereses, más los recargos. Nosotros hablábamos de capital adeudado. En aquel 
momento el Poder Ejecutivo señala como fecha el 1” de enero de 1999, luego sufrió modificaciones y, ahora, 
lo tenemos en junio de 2002. 


También se planteó como solución -fundamentalmente para el sector vitivinícola- que el dinero recaudado 
por concepto de IVA a la uva de mesa y a sus productos con destino al consumo interno y a la exportación 
debe ser destinado al IMEBA para el cumplimiento de sus fines. Con esto se pretendía lograr un 
financiamiento del propio sector que no solo preveía ser contemplado sino también mecanismos para generar 
recursos y no crear nuevos tributos. Toda ley necesita un sustento económico. Entonces, en este caso, lo daba 
el propio sector para no tener que gravar sectores ajenos. 


Dejaremos fotocopia de todo el material que contiene las modificaciones. Además, figura la creación de los 
artículos 8%, 9” y 10. El artículo 8” hablaba de la suspensión de las ejecuciones judiciales iniciadas, o a 
iniciarse, porque había situaciones diferentes; por un lado, estaban los productores que tenían un 
endeudamiento y estaban siendo ejecutados y, por otro, había productores a los que se les iniciaría la 
ejecución. Por otra parte, el Banco estaba a la espera de saber qué pasaría con la ley. Entonces, esas dos 
situaciones las planteamos como comprendidas en la iniciativa, así como también la suspensión de las 
acciones iniciadas hasta tanto se resolviese cómo quedaría el texto definitivo. Inclusive, se da la paradoja de 
que, hoy, existen carpetas del BROU que pasaron a fideicomiso y sobre las cuales los abogados de ese Banco 
no pueden iniciar acciones porque no tienen la legitimación legal para hacerlo. Es decir que hay una especie 
de trampa jurídica, ya que al crearse el fideicomiso, el BROU no puede seguir actuando. Actualmente 
estamos viviendo este drama en los Juzgados, y hay numerosos casos en los cuales los Jueces no saben qué 
van a decidir porque están en conflicto dos leyes que, en este momento, están rigiendo en nuestro país. 


También creamos el artículo 10 mediante el cual para todos los productores comprendidos en la ley se 
establecía un período de dos años de gracia hasta que se promulgara la ley. Lamentablemente, no pudimos 
plantear esto porque no fuimos recibidos. 


No obstante ello seguimos el desarrollo del proyecto. Inclusive, notamos que otras gremiales fueron recibidas 
dos o tres veces, que fue recibido el señor Ministro de Economía y Finanzas y que el titular de Ganadería, 
Agricultura y Pesca estuvo en la Comisión en más de una oportunidad. 


Nosotros planteamos las inquietudes, seguimos el desarrollo de la iniciativa, tenemos el texto actual ya 
aprobado en Comisión -hay un informe con salvedades que, por suerte, pudimos leer- y, en la medida de lo 
posible, queremos hacer algunas observaciones. 


La primera de ellas es la de comprender a las instituciones suspendidas o en proceso de liquidación. Estoy 
hablando del Banco de Crédito, del Banco La Caja Obrera, del Banco Montevideo, del Banco Hipotecario del 
Uruguay -porque aunque parezca que no es posible hay productores endeudados con una línea de este Banco 
y podrían estar comprendidos en este proyecto-, de ACAC y COFAC. Con esto hablo de todos los 
productores que tengan líneas de crédito correspondientes al agro; no de otro tipo de deudas. 


De acuerdo con la redacción de este proyecto, el plazo que se maneja es hasta el año 2015. Hicimos un 
estudio de las carteras que hay en el BROU y en la banca privada y entendemos que ese plazo no es 
suficiente. Esta previsión también se manejó en la Comisión del Senado y hubo discrepancias porque no se 
sabía a ciencia cierta si ese podía ser el plazo. Nosotros entendemos que tal como se ha previsto, hasta ese 
año no se podrá cubrir el endeudamiento; o sea, no va a cumplir la finalidad. 


Estoy señalando las observaciones. En cuanto a los aspectos que no menciono, aparentemente, estamos de 
acuerdo ya que han sido tomadas algunas iniciativas de las gremiales del Ministerio, y creemos que son 
positivas. 


Está previsto que los gastos de funcionamiento y administración no podrán exceder el 2%. Entendemos que 
alcanzaría con el 1% de los recursos totales disponibles por todo concepto, porque no hay que crear una gran 
infraestructura para administrar estos fondos. 


Otra de las modificaciones tiene que ver con el término vitivinicultura, que es técnico pero importante. El 
proyecto refiere a viticultor, vitivinicultor, pero el término vitivinicultura ampara un sector más amplio de la 
granja. Si se utiliza el término específico como está redactado ahora en el proyecto no estarían comprendidos 
ciertos sectores de la granja, sobre todo, el industrial, correspondiente a la vid. 


En el artículo 8”, con respecto a las franjas -que también fue muy discutido en el Senado-, seguimos el mismo 
criterio: concepto de capital adeudado y no de monto total. Una cosa es el capital adeudado y otra el monto 
total. En el monto total, al 2002, tenemos que incluir intereses, recargos, etcétera. El literal a) del artículo 8* 
establece que fuera inferior a US$ 150.000; nuestra corrección es que serían US$ 200.000. Más adelante el 
artículo 8” establece cifras entre US$ 150.000 y US$ 200.000, y nosotros establecemos entre US$ 200.000 y 
US$ 300.000. En definitiva, esa variación de la ecuación posibilita que un gran grupo del sector agropecuario 
pueda ingresar, porque una diferencia de cien mil dólares trasladada a número de productores es una cifra 
bastante elevada. 


SEÑOR AGAZZI.- Discúlpeme, ¿podría reiterar esto último? 


SEÑOR CHIMURIS.- Decía que en el literal a) del artículo 8 de este proyecto de ley se establece una 
franja hasta US$ 150.000. Nosotros proponemos elevar esta primera franja hasta US$ 200.000. En su 
momento esto fue discutido en el Senado. Hay un grupo muy grande de productores que están 
comprendidos en la franja del medio y si el límite lo dejamos en US$ 150.000 no serán comprendidos. 


Reitero que nuestra intención es llevar el tope de US$ 150.000 a US$ 200.000. Esto no cambia 
sustancialmente, pero sí en los términos prácticos porque esa diferencia incluiría a un elevado número de 
productores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos productores estarían incluidos en esa diferencia? 


SEÑOR CHIMURIS.- Más de 5.000 productores, de acuerdo con la información brindada por el 
Banco de la República. 


Con esa base, la otra franja de US$ 200.000 la llevaríamos a US$ 300.000. Seguimos con el mismo criterio 
que establece el proyecto, sin alterarlo, excepto en los topes. En el último párrafo de este literal a) se 
establece: "Las condiciones de pago que establezca el Banco de la República Oriental del Uruguay [...]"; 


nosotros agregaríamos "y para las restantes instituciones bancarias y financieras comprendidas en esta ley", 
partiendo de la base que queremos incorporar a las restantes instituciones, a efectos de que queden amparadas 
con los créditos privilegiados que pueda tener el BROU con el sector agropecuario. 


En el último párrafo del literal b) del artículo 8” se establece: "A los efectos del cumplimiento de las 
obligaciones del Fondo definidas en el presente artículo se realizará un convenio previo entre el Poder 
Ejecutivo y el Banco de la República Oriental del Uruguay cuya entrada en vigencia no podrá exceder al 1* 
de julio del 2005". 


La redacción de este artículo nos merece algunas observaciones. Aquí se hace referencia al cumplimiento de 
las obligaciones del Fondo, es decir, al destino que se dará a esos dineros. ¿Qué pasa si decimos que habrá un 
convenio y que no podrá exceder del 1* de julio de 2005? ¿Qué pasa desde hoy, 1” de setiembre de 2004, al 1 
de julio de 2005? No sabemos, estamos ante una inseguridad jurídica; es un no dar respuesta a los cometidos 
de la ley. Se podrá llegar al convenio e instrumentar las soluciones del fondo cuando entre en vigencia la ley, 
pero no olvidemos que el convenio se firmará antes del 2005. 


Por lo tanto, lo que decimos es que no podrá excederse de un plazo mayor a treinta días desde que entre en 
vigencia la presente modificación legal. Daríamos un plazo de treinta días para instrumentar ese convenio 
pues, en primer lugar, no podría entrar en vigencia una modificación legal que todavía no se aprobó. Luego, y 
tomando la hipótesis de que se aprueba, ¿por qué hay que esperar a julio de 2005 para dar una solución? En 
definitiva, el espíritu, la letra y los cometidos del Fondo no serán cumplidos. Por lo tanto, tendremos una 
herramienta legal que estará ahí pero que no sabemos cuándo se instrumentará. Entonces, lo que parece una 
gran iniciativa y una buena función social y económica para el país se vería trancada por un mecanismo 
previsto en la propia ley. 


El artículo 9* se refiere a los seguros agrarios, y allí se establece: "Las cuotas de pago de los productores 
granjeros serán semestrales, venciendo la primera el 30 de abril de 2005". Con respecto a esto, no sabemos 
cuándo comenzará a regir la modificación, pero sí que el 30 de abril de 2005 tendrá que ser paga la primera 
cuota de los seguros semestrales. 


Entendemos que podría ser una solución establecer que el vencimiento de la primera cuota será a partir del 
primer año de entrada en vigencia de la presente ley o a partir del primer semestre. Es una sugerencia. 


Finalmente, quisiéramos incorporar un artículo 13, que tiene que ver con los productores industriales, que 
quedaron excluidos del alcance y de la aplicación de la Ley_N* 17.703, de 27 de octubre de 2003, y de las 
demás leyes modificativas y concordantes. La Ley N* 17.703 es la llamada Ley de Fideicomiso. 


En definitiva, se trataría de definir la incertidumbre jurídica que existe hoy, determinar si están o no 
comprendidos, y que sea más claro porque la ley no lo dice. Entiendo que el intérprete auténtico de la ley es 
el legislador y que todos los días los Jueces se ven en esta encrucijada. 


Sabemos que el INAVI también está preocupado por esta incorporación. Además, con el doctor estuvimos 
trabajando en la creación de un Fondo para la Vitivinicultura a efectos de brindar soluciones al sector. No 
solo se trata de decir que no estamos de acuerdo con algo, sino también de plantear algunas sugerencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar a los visitantes que nos hicieron llegar una copia de un 
proyecto de ley sobre la creación de un Fondo para el financiamiento y recomposición de la actividad 
vitivinícola, que ya fue repartido entre los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR PÉREZ PIÑEYRÚA.- Tal vez con respecto al agua y al vino debamos retrotraernos a fines del 
siglo pasado. Ya sabemos que no hay vino sin uva. 


En la historia y filosofía de este tema hay un punto fundamental que deseo que los señores Diputados 
conozcan. Con encuentros o sin ellos, con discrepancias o sin ellas, los viticultores y los vinicultores siempre 
trabajamos juntos, pero a partir de los años 90 comenzamos a trabajar más juntos que nunca. Y de esto hay 
una serie de pruebas y de demostraciones que están sobre la mesa. Eso es corresponsabilidad de la industria y 
de los viticultores; quizás les hicimos entender -o ellos a nosotros- que había cosas importantes como el 
comercio exterior, o la necesidad de que existiera buena fruta para obtener una mejor uva, de saber esperar 


hasta último momento para dejarla madurar. Y supieron embarcarse junto a nosotros en la famosa 
reconversión del sector y en la reconversión de los viñedos, exigencia que prácticamente se dio sola. 
Entonces, nos embarcamos juntos para tratar de reconvertir la industria. Esto es algo que se dio en forma 
sinérgica con unos y con otros a partir de 1990, desde hace casi 15 años. Hoy estamos totalmente 
hermanados, por eso el Centro de Bodegueros tenía que estar presente para apoyar al Centro de Viticultores. 
En ese sentido, tenemos una corresponsabilidad en cuanto al endeudamiento que pueda tener tanto el 
industrial bodeguero como el viticultor, en función de un bien común para todo el sector; de esto hoy estamos 
convencidos. De pronto, en los años 70 u 80 había mucha gente que no estaba convencida y hablaba del 
mercado interno. No obstante hoy nos reunimos dos o tres veces por semana, no sólo mi gremial, sino 
también la organización nacional de vitivinicultores y los grupos CREA; las cinco gremiales privadas 
prácticamente estamos dominando los temas comunes que hacen a la causa, como el del endeudamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el señor Silva ha hecho el planteo en su carácter de deudor de la 
banca privada; me gustaría que aclarara si tiene la fecha de ejecución. 


SEÑOR SILVA.- No tengo fecha de ejecución. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Yo soy granjero; también invertí mucho: hice un invernáculo y me ha ido más o 
menos por varios motivos. En este momento, nosotros no tenemos rentabilidad: estamos sacando un 
cajón de lechuga y nos está quedando libre $ 10 por cajón. Este año me dediqué a la producción de 
zapallo para exportar, pero no pudimos hacerlo: sólo embarcamos un viaje para Italia y perdimos la 
cosecha. 


Hace 11 ó 12 años que opero con COFAC y nunca tuve un problema: tenía crédito a sola firma. Recién este 
año puse un campo como garantía, de buena fe, porque tuve que refinanciar. En ese momento dije: "Pongo el 
campo, porque quiero pagar; yo soy honesto". Pero ahora estoy como loco porque sé que voy a perder ese 
campo ya que no tengo rentabilidad; no hay solución, porque no hacemos ni un peso, nos está yendo muy 
mal y no sabemos qué vamos a hacer este año. Fíjense que un kilo de semillas de zapallo vale entre US$ 200 
y US$ 220. Entonces, si uno quiere plantar 7 hectáreas -que es lo que yo quería hacer este año-, necesita un 
capital. Y si yo le sigo pagando intereses al banco, no puedo plantar. Este año los podré pagar y después, ¿qué 
hago? No pago más. 


De manera que estamos viviendo un problema tremendo. Yo pido que si hay una posibilidad de ayuda al 
granjero que se concrete y si no que se diga: "Señores, pongan el cartel de venta, cierren, no trabajen más la 
granja y váyanse", porque no nos queda otra. 


SEÑOR SILVA.- Quisiera dejar plasmado lo siguiente. No les quepa ninguna duda de que hay 
cedulones. Capaz que alguno después dice: "Aramir Silva le está poniendo un palo a la rueda a este 
proyecto", pero si quieren les muestro el cedulón del Banco de la República que me llegó anteayer. Sé 
que si yo les dijera a los legisladores que voten este proyecto de ley, prácticamente cruzaría el arroyo. 
Pero como yo no estoy en el Centro de Viticultores como dirigente gremial para defender lo mío, sino lo 
de la sociedad en su conjunto, prefiero ser rematado antes de que salga una ley y deje a compañeros 
míos afuera. Creo que este debe ser el espíritu de un dirigente gremial, como también el del legislador. 
A veces se escucha hablar a los dirigentes que dicen muy sueltos de cuerpo: "Bueno, no se salvan todos, 
pero se salva el 80%". A mí me gustaría que el legislador dijera cuál es el 80% y cuál es el 20%; o que 
dijeran por ejemplo: "El endeudamiento significa diez mil de un lado y cinco mil del otro; entonces, 
salvamos a estos diez mil, sacrificamos a cinco mil o a tres mil, o los dejamos que sigan jugando y a los 
que queden los salvamos al final de la cancha". 


Me gustaría conversar en serio, pero no puede ser que un hombre político diga: "Salvamos a una parte con 
esta ley y a la otra parte la dejamos para después", porque eso sería una injusticia y cuando las leyes se hacen 
sin justicia hieren muy fuerte. 


Nosotros hacemos hincapié en que se tenga en cuenta a toda esta gente, sabiendo que tenemos posibilidades 
de hacer un aporte al Fondo para agrandarlo. En algún momento se habló del INAVI -esto lo hemos 

conversado, lo traemos aprobado desde la intergremial, habiendo sido puesto a votación dentro del Consejo 
del Instituto- y se manejó el tema del IMESI y del IVA. Entonces, se terminó haciendo un proyecto de ley y 


actualmente el INAVI es receptor de una parte de ese dinero. Hoy el Ministerio de Economía y Finanzas o la 
Dirección General Impositiva -no sé quién- van con el bolso y levantan la plata dentro del INAVI. Yo no voy 
a manejar nombres de personas que no están -para no rozar a nadie, porque no vine para eso- y que me 
interesaría que estuvieran, pero si quieren, mañana podemos hacer una reunión para conversar y ver cómo 
podemos ayudar a corregir esto. 


La ley se negoció desde el Ministerio de Economía y Finanzas, cuando estaba al frente el Ministro 
Atchugarry, y se prometió al Instituto Nacional de Vitivinicultura dejarle una parte de ese Fondo, pero nunca 
se cumplió. Hemos dado vueltas pidiendo que se cumpla eso que fue algo conversado y pactado entre 
caballeros. 


Con esta Ley N” 17.503, hoy creemos que se podría volcar parte de los fondos para encontrar solución a la 
industria de la viticultura y a los demás sectores. Entonces, podemos negociar y facultar al INAVI a que 
vuelque una parte de esos dineros a la solución del tema que ustedes tuvieron arriba de esta mesa. A veces los 
productores no saben dónde están parados; entonces, esperan una señal política y salen caminando. 


Acá vino una delegación de productores de híbridos -nosotros leímos la versión taquigráfica- y dijeron que 
solo eran cuatro personas del Centro de Viticultores, pero no fue así. El debate se dio en el seno de nuestra 
institución y con la directiva en pleno: se debatió en una asamblea del Centro de Viticultores. Sí se resolvió 
por votación que los híbridos se erradiquen en el 2007, pero dejamos en las actas del INAVI -y se lo dijimos a 
los productores de híbridos- que queríamos buscar una solución con los legisladores, con el Poder Ejecutivo, 
etcétera, para los productores que no habían podido llegar a la reconversión. Quiere decir que el Centro de 
Viticultores y las cinco gremiales privadas están pidiendo una negociación a fin de encontrar una solución 
para la gente. Esto ya lo conversamos, pero no se plasmó en la ley porque en ese momento estábamos mal 
parados y a veces no se sabe cómo atajar tantos goles. 


Hoy creemos que podemos enmendar el espíritu de esa ley para que el INAVI recaude el IVA y lo ponga 
dentro del Fondo a fin de darle soluciones a la gente y salir bien parados de la cancha. 


Digo públicamente que no estoy de acuerdo con que se apruebe este proyecto de ley tal como está redactado. 
El Centro de Viticultores, las cinco gremiales privadas y el INAVI no acompañan este proyecto, porque deja 
afuera nada más y nada menos que al corazón de la viticultura y a todos los viticultores que deberían estar 
comprendidos. 


SEÑOR PÉREZ PIÑEYRÚA.- La recaudación mensual del IVA, antes de la ley que se votó en el 
Parlamento, no llegaba a US$ 900.000. Solo por concepto de IVA, el INAVI -que es el Instituto en el que 
estamos todos representados, que es modelo en el Uruguay y por eso se le dio la percepción del 
impuesto- está recaudando US$ 2:000.000 al año. Pero no se trata del IVA real; es simplemente un IVA 
estimado en base a un monto que acordamos entre todos los industriales. Todos los meses se paga ese 
IVA ficto sobre la base de un estimado del vino y luego, cada seis meses, vamos a la Dirección General 
Impositiva a hacer una redeclaración y una estimación real. Este es el único sector que conozco que 
expresó su voluntad al Poder Ejecutivo de hacerse agente de percepción y de cobrar el IVA que 
realmente corresponde. Además, se administra esta cifra honorariamente. La DGI se está salvando de 
administrar esos US$ 2:000.000 al año; lo estamos administrando nosotros gratuitamente y no nos 
pagan ni un peso, pese a que ofrecieron pagarnos una cantidad determinada para eso y para otras 
cosas que ahora sí están en el proyecto de ley, como lo que refiere a fomento y a la investigación, que es 
muy importante. Quizás, el endeudamiento para el sector de la industria también es importante 
porque estamos casados; eso es lo que yo decía. Ustedes están trabajando en otro tipo de cosas, pero 
sería bueno que esto se integrara. 


Esa es la realidad. Estamos hablando de un IVA de alrededor de US$ 4:000.000 anuales, de los cuales se está 
pidiendo una parte para el sector a fin de afectarlo específicamente, en primer lugar, al "garrón" o a la 
cobranza gratis de ese IVA que hacemos por el Poder Ejecutivo o por la Impositiva. Por otra parte, si nosotros 
contribuimos a incrementar la cobranza de US$ 900.000 a US$ 2:000.000, a US$ 3:000.000 oa 

US$ 4:000.000, pretendemos que ese incremento también se vuelque al sector, porque parecería que está bien 
armado para ser un buen agente de recaudación, como deberían serlo muchos otros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agradecer la presentación del documento que nos enviaron. 
Lamentablemente, llega en un momento casi decisivo porque solo nos quedan tres sesiones. 
Sinceramente, no podemos comenzar a discutir esto ahora. Tenemos que estar de acuerdo con que en 
este momento no podemos entrar a discutir, porque esto será muy bueno, pero tendrá que discutirse y 
mejorarse. 


Es una lástima que ustedes no hayan integrado el proceso de discusión de esta iniciativa, porque advierto que 
están manejando datos erróneos. No se trata de 5.000 productores; solo son 39 los productores entre 

US$ 100.000 y US$ 200.000 que están quedando afuera. Inclusive, en las conversaciones con los partidos se 
llegó a incluirlos, en parte, con los US$ 150.000 primeros, dejando los US$ 50.000 restantes. En total, son 
1.600 los productores de toda la granja que tienen deudas con el Banco de la República. Y estamos 
considerando toda la granja, aunque con el IVA que se genera con la fruta, verdura y flores importadas; se 
está tratando de ayudar a superar el endeudamiento de todo el sector granjero. Se incluye la avicultura, los 
cerdos y la vitivinicultura. Reitero que la vitivinicultura está incluida, pero no la industria, como tampoco lo 
está en el fondo arrocero y en el fondo lechero. Si leyeron las leyes anteriores tienen que darse cuenta que 
nunca se incluyó la industria, porque pasa por otra reglamentación. Esto fue, especialmente en el sector 
lechero, en el arrocero y en el granjero, la solución para la producción. La vitivinicultura está incluida, pero 
solo en los aspectos productivos. 


Lamentablemente, ustedes están aportando elementos que sería bueno haberlos incorporado, pero en este 
momento, sacamos la ley como está o nos quedamos sin ley. Digo esto porque los aportes que ustedes hacen 
deben ser discutidos con INAVI, con el Ministerio y con el Banco de la República, es decir, tenemos que 
comenzar todo un proceso, lo que sería mucho más grave para todo el sector granjero. 


Entendemos que esto es lo que soluciona en gran parte el endeudamiento de la granja. Tenemos que seguir 
luchando por lo mejor; espero poder hacerlo en la próxima etapa, después del 2005, porque creo que 
debemos seguir conversando sobre esto en el futuro. Me parece que, efectivamente, estamos en una etapa en 
la que está casi todo decidido y esperamos contar con la mayoría especial que la aprobación de esta iniciativa 
requiere; necesitamos cincuenta votos para poder aprobarla hoy, ya que todo proyecto que se presenta en los 
últimos treinta días necesita mayoría especial. Ese es otro de los inconvenientes que tenemos. 


Con respecto al fideicomiso, si ustedes leyeron la versión taquigráfica habrán comprobado que yo consulté 
expresamente al Presidente del Banco República acerca de este tema. Están incluidas las notificaciones y los 
cedulones, es decir que habrá un plazo de treinta días -si se vota en el día de hoy, tendrán plazo hasta octubre- 
para que los productores se presenten en el Banco República y entonces pueda comenzar la etapa de 
adecuación de esa deuda. Están incluidos todos los productores. 


Solo estoy tratando de aclarar algunos puntos en los que ustedes están interesados, como lo estuvimos 
nosotros, porque continuamente están llegando cedulones a los productores. Puedo decir que la mayoría está 
en fideicomiso. Por lo tanto, era importante darle tranquilidad al productor. 


Una de las preguntas que ustedes hicieron fue por qué empezaba el 1” de julio de 2005. Es así porque el 
fondo se basa en una ley anterior que vence el 30 de junio de 2005. Todo lo que ingresa hasta el 30 de junio 
de 2005 es para cancelar las deudas que se generaron a raíz del efecto climático del 10 de marzo; 
originalmente, el Fondo fue creado para pagar a los productores que fueron afectados en ese episodio. 
Entonces, se solicitaron préstamos al Banco de la República. El ingreso de IVA que se genera hasta el 30 de 
junio es para cancelar todo ese endeudamiento. Por eso, el Fondo comienza a generarse con el IVA a partir 
del 1” de julio, pero el endeudamiento comienza a arreglarse una vez votada la ley. Desde hace meses 
también existió la preocupación de que el Banco de la República no ejecutara a los productores mientras 
estuviera tratando este proyecto de ley. Ese es el compromiso del Banco. 


SEÑOR AGAZZI.- Lamentamos que ustedes no hayan podido intervenir en la construcción de este 
proyecto de ley, del mismo modo que lo hicieron las otras gremiales, para de esa manera incorporar 
sus aportes. 


En primer lugar, quiero aclarar que no es esta una ley de endeudamiento. Al Centro de Viticultores lo conocí 
en la primera reunión que tuvimos en la Comisión cuando vinieron a plantear el tema del endeudamiento. 
También vinieron productores ganaderos y de otras actividades. En particular, nuestra fuerza política presentó 


proyectos de refinanciación del sector agropecuario que no tuvieron la posibilidad de ser discutidos en el 
Parlamento. Uno puede tener mejores o peores intenciones, pero las cosas se deciden políticamente: las 
mayorías son las mayorías y las minorías, las minorías. No se pudo discutir el endeudamiento de los 
productores agropecuarios. Después de discusiones muy largas, el Poder Ejecutivo respaldó una solución 
administrativa: el acuerdo con las autoridades del Banco, con compromisos asumidos inclusive con el señor 
Ministro de Economía y Finanzas. 


Pero este proyecto de ley fue creado específicamente para dar una respuesta frente al accidente climático del 
10 de marzo de 2002, cuando se produjo la turbonada. El Fondo se destinó a la indemnización de los 
productores -la primera parte ya está terminada y queda la segunda- y a la atención de otras actividades 
complementarias con miras a recomponer el aparato productivo: la difusión de los seguros y el comienzo de 
planes de producción. Lo que se hace ahora es postergar por diez años la vigencia de ese IVA, a partir de julio 
de 2005 y se aprovecha esa recaudación -en el Senado se le agregó otra- para desarrollar actividades que 
tienen que ver con el endeudamiento de los productores del sector granjero. Sobra la plata en ese plazo de 
diez años, ya que la recaudación oscila entre US$ 7:000.000 y US$ 8:000.000 anuales. US$ 70:000.000 es el 
doble de lo que debe este sector en su totalidad. Esto nos parece bien porque se podrán realizar actividades de 
otro tipo como los seguros -que salen muy caros- y las actividades de promoción, tanto para el mercado 
interno como para la exportación. 


Por tanto, este proyecto ataca el endeudamiento por la ventana, ya que lo que hace es modificar la Ley 
N? 17.503. No nos importó ese hecho si en definitiva beneficiaba a los productores. Ese fue el consenso que 
tuvimos en el Parlamento. 


Esta iniciativa está dirigida al productor agropecuario, pero no al sector industrial, ya se trate de avicultura, 
lechería, etcétera. Toda producción agropecuaria va a algún lugar, pero este proyecto incluye solo al sector 
primario. Nosotros sabemos que aquí hay un problema, porque entre los 140 o 150 viticultores hay algunos 
que son bodegueros, más allá de que puedan producir algo para la bodega. El productor que industrializa y 
que tiene una deuda con el Banco tiene otro andarivel dentro del banco: el crédito de empresas. Dentro del 
Banco se separan y son dos deudas diferentes. Nosotros consideramos a los viticultores igual que a los 
avicultores e hicimos hincapié en el sector primario. Los créditos industriales y los créditos productivos son 
diferentes y tienen un tratamiento distinto dentro del Banco, inclusive con tasas de interés diferentes. 
Sabemos que hay un problema difícil de desenredar: muchos productores utilizaron su crédito para 
reconversión de sus plantaciones con créditos para empresas. Ese puede ser el caso de algún productor 
vitícola, por una razón de gestión, de tasas de interés o de plazos. Eso lo sabemos ahora porque nos pusimos 
a averiguar en el Banco. 


En cuanto a los productores de más de US$ 100.000, no hay ninguno que sea viticultor. Son bodegueros o 
industriales, que es algo diferente al sentido general de esta iniciativa. De acuerdo con nuestros datos, doce 
deben más de US$ 100.000 y no hay ninguno que sea productor vitícola. 


Con respecto al proyecto que traen ustedes, me llama la atención el procedimiento. Si el Presidente del 
INAVI es el delegado del Poder Ejecutivo, sería bueno que esto lo mandara el Poder Ejecutivo como 
iniciativa. De todas maneras, es muy bueno que distintas gremiales se pongan de acuerdo para impulsar un 
proyecto de ley. Esto es para recomposición de la actividad vitivinícola, lo cual me parece muy bien, pero no 
compite con esto otro sobre lo que estamos trabajando. Ya tendremos oportunidad, porque es otra cosa y 
puede caminar, aunque, por supuesto que no ahora. 


Finalmente, el proyecto que salió fue fruto de una negociación política. Lo que fue posible acordar, se 
aprobó, más allá de las discrepancias que cada uno pudiera tener -inclusive el Poder Ejecutivo-, por ejemplo 
en cuanto a los deudores del FIDA, etcétera. 


SEÑOR CHIMURIS.- Quiero recordar una máxima que viene de la época de los romanos: el que calla, 
otorga, cuando puede y debe hablar. 


En todo momento nosotros tratamos de utilizar mecanismos democráticos, dentro de un régimen 
democrático. Demostramos interés y trabajamos honorariamente en algo que nos pareció loable, viable y 
necesario. Utilizamos los caminos que nos indicaron. Solicitamos ser recibidos, en tiempo y forma, y no 
fuimos recibidos o lo fuimos en forma tardía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que eso no sucedió por nuestra parte porque, inmediatamente que se 
hizo el planteamiento, lo atendimos. 


SEÑOR CHIMURIS.- Cuando empecé a hablar especifiqué que nosotros solicitamos una entrevista a 
la Comisión del Senado y que no fuimos recibidos. Entonces, a esta Comisión, le tenemos que dar las 
gracias, pero también expresarle lo que nos parece; en un sistema democrático podemos decir lo que 
pensamos; podemos estar de acuerdo o en desacuerdo. 


No puedo pasar por alto ese hecho. Inclusive, el Diputado Agazzi estuvo en esa Comisión del Senado a 
investigar, a plantear sus opiniones, tal como tiene derecho todo legislador a interesarse y participar en todos 
los asuntos. 


Nosotros no tenemos todas las discusiones; no somos legisladores. Lo que sí tenemos es buena parte de las 
versiones taquigráficas; creo que tenemos la parte medular, y también información. 


Así como ustedes saben lo que sucede en esta Comisión y en el Parlamento, yo sé lo que sucede en los 
Juzgados y puedo decir que esa cifra que manejan sobre deudores que no están amparados es muy superior y 
que, hoy, están habiendo ejecuciones llevadas adelante específicamente por parte del BROU. 


Y cuando se dice que determinados aspectos del proyecto obedecen a acuerdos, a lo que en su momento se 
llamó "soluciones administrativas”, recuerdo que el ex Ministro Atchugarry habló de estas en su momento, 
dentro de una prórroga de ejecuciones en la que inclusive se tuvo en cuenta hasta los días de feria judicial. 
Pero en esa misma etapa, irónicamente, llegaron cedulones. Por un lado, se manifestaba que no habría 
ejecuciones y sí una solución administrativa y, por otro, estaban operando las ejecuciones del Poder Judicial. 
Hoy se están operando ejecuciones del Poder Judicial. Entonces, con un texto legal que no da seguridad 
jurídica, que contempla a una parte pero no a otra, teniendo en cuenta que en su momento pedimos ser 
recibidos y no nos atendieron -reitero que ello sucedió en el Senado, para que no haya dudas-, nosotros no 
podemos quedarnos con los brazos cruzados. Es más, ese proyecto que dejamos es un borrador, un proyecto 
para tirar y caminar. Obviamente, tenemos claro que, en este caso, la competencia pertenece al Poder 
Ejecutivo. Nosotros no podemos transformarnos en legisladores ni en Poder Ejecutivo, pero sí podemos 
alcanzar las herramientas que humildemente podemos aportar. Tampoco somos los dueños de la verdad; 
simplemente, si podemos hacer algo, lo hacemos. Esta es una aclaración que vale la pena señalar. En síntesis, 
la voluntad la tenemos, los trabajos los ponemos a disposición de la Comisión para ver si se trata de 
quinientos o de cinco mil productores. 


SEÑOR SILVA.- Quiero hacer algunas aclaraciones. No fuimos recibidos en la Comisión del Senado, y 
entiendo que esta Comisión se preocupa por ello. Yo responsabilizo totalmente al Poder Ejecutivo en 
cuanto a la evasión que hizo del Instituto. Muchas veces el Poder Ejecutivo se sacó la fotografía con 
INAVI pero lo dejó de lado en el momento en que debió incorporarlo para hablar de los problemas del 
sector. Entonces, entiendo que se plantee por qué no hicimos nuestro aporte antes, pero tengo que dejar 
bien claro que hay una responsabilidad. Por algo las gremiales votaron, y sabiendo que se había 
cometido el error de no incorporar a INAVI en este debate, el Ministerio de Economía y Finanzas votó 
en contra y los Ministerios de Industria, Energía y Minería y de Ganadería, Agricultura y Pesca se 
abstuvieron. Me dejó con enorme preocupación que el delegado del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería -y se lo dije- se abstuviera cuando él representa a la industria y debe defenderla. 


Quiero dejar claro que me parece correcta la posición de esta Comisión. 


También quiero aclarar que en el proyecto de ley se habla de la agroindustria y se está subsidiando la 
plantación de tomates. Nosotros, las bodegas, también somos agroindustrias porque, de una u otra manera, 
hay bodegueritos de ochenta y ciento cincuenta mil litros de vino que son agroindustria y hacen un enorme 
sacrificio junto a sus familias y, sin embargo, no lo estamos apoyando ni siquiera a que pueda pagar los 
intereses a través de este Fondo. Para nosotros, las bodegas son una agroindustria y debemos incorporarlas al 
proyecto porque es parte del pulmón de nuestro sector. Hay gente que, a través de la reconversión que se hizo 
en este país, abrió una línea de crédito en lugares como COFAC, ACAC y el BROU, totalmente separada de 
la reconversión de la vitivinicultura por lo que el bodeguero tuvo que sacar un crédito para hacer una pileta 
de vino, para comprar el equipo necesario para filtrarlo. Es decir que tuvo que endeudarse. Por lo tanto, su 


situación debe estar comprendida en este proyecto de ley porque el crédito se lo dieron a pesar de que la 
persona tuvo que cambiar el escenario de su empresa y en lugar de un crédito agropecuario tuvo que pedir 
dos: uno para plantar viñas y otro para adecuar las bodegas al modelo que se exigía para la exportación, 
porque si no lo hacía no entraba en el escenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con el Diputado Agazzi en cuanto a que no cabe culpar al 
Poder Ejecutivo cuando hay una institución, como INAVI, que tenía que haber hecho esta elevación y 
esta propuesta al Poder Ejecutivo a través de la vía jerárquica correspondiente. 


Además, creo que hay un error cuando se dice que se subsidia la agroindustria del tomate; no es así; no se 
subsidia en absoluto, ni en este proyecto ni en el anterior. La agroindustria queda afuera; siempre se ha 
ayudado al productor. 


Es cuanto quería aclarar. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


